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ú?ico debatido -se subraya en estas alegaciones- en el recurso conten­
CIOSO:

En el marco de lo así alegado hemos de apreciar, por lo tanto, si el
repetido Auto del día 8 de mayo de 1987, confinnado por el del día 1
de junio. respetó o no el derecho fundamental que aquí se invoca.
E importa, desde ahora, advertir -reiterando lo dicho en el fundamento
que antecede- que lo que cabe ahora examinar es, exclusivamente, si en
aqu.el!as resoluciones se apartó sin justificación el Tribunal a qua de lo
decidIdo en su Sentencia, es decir, si el órgano judicial adoptó o no, al
resolver el incidente de ejecución, determinaciones que no guardaran
-según dijimos- una razonable coherencia con lo fallado en el pleito
anterior. Ningún otro extremo de dicho incidente ha de ser objeto ahora
de consideración, pues, de una parte, el actor no formula tacha alguna
contra la tramitación del incidente mismo (en cuyo curso no se advierte,
por 10 demás, irregularidad que pudiera haber deparado indefensión) y
porque, de otro lado, no es de nuestra jurisdicción -cabe reiterar­
ponderar o revisar las apreciaciones hechas por la Administración
primero, y por el Tribunal Contencioso, después, en orden a l~
inexistencia de vacante, que pudiera haber sido cubierta por el recu­
rrente, como tampoco podemos, por razones idénticas, hacer aprecia­
ción alguna sobre la aplicabilidad, en este caso, de lo dispuesto en la Ley
20/1981 en orden al régimen de ascensos en la situación de reserva
activa, cuestión, por lo demás, no planteada por el actor en su demanda.
Se trata, en definitiva, de apreciar, estrictamente, si puede considerarse
como razonable y fundado, desde la perspectiva constitucional que aquí
importa, un entendimiento del fallo de la Sentencia a ejecutar 9.ue, como
el expresado en los Autos recurridos, limitara el alcance de dicho fallo
a la eliminación del obstáculo 0l?uesto, en su día, por la Administración
para el ascenso (falta de un uempo mínimo de permanencia en el
empleo), con independencia de las demás condiciones -la existencia de
vacante, entre .ellas- que pudieran requerirse para la obtención del
empleo pretendido.

5. No cabe constatar la denegación de tutela que el'actor denuncia
ni procede, por lo mismo, que se le conceda el amparo que pide.

La Sala de lo Contencioso de la Audiencia Territorial de La Coruña
dietó su Auto del día 8 de mayo de 1987 luego de baber recabado.
analizado y valorado las actuaciones seguidas por la Administración en
ejecución de la Sentencia que el demandante obtuvo, actuaciones a cuyo
término se concluyó en la inexistencia de vacante a la que, teniendo en
cuenta su orden de escalafonamiento, pudiera ser' promovido el séñor
Montero Rebón. Estimó la Sala en aquel Auto que tal falta de vacante
-incontrovertible aquí, como hemos dicho- impedía, en' efecto, el
ascenso del actor, consideración que descansó, manifiestamente, en una
interpretación del alcance de su propio fallo anterior que no puede, en
modo alguno, tacharse de irrazonable, pues la parte dispositiva de la

Sentencia 2/6//988, de Ude noviembre. Recurso de
amparo 956/1987. Contra Sentencia del Juzgado de Ins­
trucción número 17 de Madrid. Alegada violación del
derecho a la defensa.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por d.on
Francisco Rubio Uorente, don Antonio Truyol Serra, don Eugenio Díaz
Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo--Ferrer, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 956/1987, promovido por el Procura·
dar don José Sánchez Jáuregui, en nombre y representación de don
Francisco Gumiel Valdeolivas, contra la Sentencia del Juzgado de
Instrucción núm. l7 de Madrid de 18 de mayo de 1987, en los autos de
apelación núm. 125/1987.

Ha sido parte en el asunto la Procuradora doña Elvira Puena López­
Cózar, en nombre y representación de don Ruy Francisco García
Wulfing, y el Ministerio Fiscal, ha sido Ponente el Magistrado don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo~Ferrer, quien expresa el parecer de la
Sala.

1. Antecedentes

l. El 9 de julio de 1987 tuvo entrada en este Tribunal la demanda
de amparo interpuesta por don Francisco Gumiel Valdeolivas, represen­
tado por el Procurador don José Sánchez Jáuregui contra la Sentencia
del Juzgado de Instrucción núm. 17 de Madrid, de 18 de mayo de 1987.

2. Don Francisco Gumiel Valdeolivas fue condenado, por Senten­
cia de 16 de octubre de 1986 del Juzgado de Distrito núm. 27 de Madrid.
como autor de la falta prevista en el arto 563.3 del Código Penal 3'10.000

Sentencia a ejecutar _debe ser siempre entendida a la luz de lo
fundamentado en eHa por el órgano judicial, y es innegable que en la
Sentencia de 18 de junio de 1986 tan sólo se debatió y se resolvió sobre
el punto relativo asi el entonces recurrente debía contar o no con una
determinada antigüedad, como Subteniente, para acceder al empleo que
pretendía. Así se expresa inequívocamente en el fundamento jurídi­
co 3.° de la Sentencia, en el que advirtió el Tribunal a quo que «siendo
el fundamento de las resoluciones recurridas para desestimar su petición
de ~~nso a Alférez de Navío el carecer de ·tiempo mimmo de
condiCiones. generales, o sea, seis años, para entrar en clasificación,
procede esUmar el recurso, pero con la antigüedad de· la fecha de la
primera vacante producida», declaración, esta última, que se reiteró en
la parte dispositiva de la Sentencia.

La fundamentación que asi llevó al fallo es, sin duda, la que tuvo en
cuenta la Audiencia para apreciar, más tarde, si el fallo mismo se
incumplió por la Administración, y no es posible -como se dice- tachar
de lesivo del derecho a la tutela judicial una tal consideración del
Tribunal, por lo mismo que no cabe hacer derivar de 10 fundamentado
y resuelto en la Sentencia de 18 de junio de 1986 la afinnación
jurisdiccional de que el actor reuniera todas y cada una de las
condiciones exigidas para su inmediato ascenso, más allá de la condición
relativa al tiempo mínimo de servicio. Ni se contradice, pues, con lo
resuelto en aquella Sentencia, ni puede reputarse hoy de irrazonable, el
que la Sala entendiera, al decidir el incidente de ejecución, que el
efectivo ascenso del actor estaba supeditado a otras circunstanCias no
cOnsideradas en el pleito anterior, como era, específicamente, la existen·
cía de vacante que hubiera de corresponderle al señor Montero Rebón,
habida cuenta de su posición en el escalafón. Basta con advenirlo así
para constatar que las resoluciones judiciales impugnadas no lesionaron
el derecho fundamental de quien demanda. ,

FALLO

En atención a todo lo expuesto,·el-Tribuna1 Constitucioi1al, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAIIOLA,

Ha decidido

Denepr el amparo solicitado por don Roberto Montero Rebón.

Publíquese esta Sentencia en el ~letín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a catorce dé noviembre de mil novecientos ochenta
y ocho....Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llo­
rente.-AnlOnio Troyol Serra.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo--Ferrer.-Firmados y rubricados.

pesetas de multa, un mes de privación del permiso de conducir y demjs
accesorias legales, así como al abóno de determinadas indemnizaciones
a otra persona, declarándose la responsabilidad subsidiaria de la
Sociedad dueña del vehículo causante del accidente. La Sentencia fue
objeto de apelación, entre otros, por el señor Gumiel, quien compareció
personalmente en la correspondiente apelación el día 29 de octubre
de 1986.

El señor Gumiel fue ·c;jtado para juicio oral por telegrama de 22 de
enero de 1987, para el 19 de febrero siguiente, a las once treinta horas
de la mañana, recibido el acuse de recibo negativo, se comunicó por
telegrama la suspensión del acto y la celebración en otra fecha del acto
del juicio. Lo que tampoco tuvo lugar, ordenándose de nuevo, por
providencia de 18 de marzo de 1987. la citación personal de las partes
para el 27 de abril de 1987, sin que, de nuevo, recibiera la citaCión el
señor Gumiel, pese a haberse constatado la exactitud del domicilio. De
nuevo el 2 de mayo de 1987 se decide nueva convocatoria del acto de
la vista para el 18 de mayo siguiente, y esta vez la cédula de citación,
tnls diversos intentos, es efectivamente recibida por el señor Gumiel el
11 de mayo. El señor Gumiel Valdeolivas, por escrito presentado el 14
de mayo ante el Decanato del'Juzgado de Instrucción de Madrid, solicitó
que por carecer de asistencia letrada «por no haber podido ser hallado
el Letrado que intervino en primera instancia, se procediera, para evitar
su indefensión, al nombramiento con urgencia de letrado de oficio, con
el fin de que esté presente en la vista oral y si no fuera posible efectuarlo
antes dél día 18 se acordase.la suspensiÓn». Dicho escrito, del que
presenta copia el solicitante de amparo, no se encuentra 1ncorporado a
las actuaciones.

Celebrado el acto del juicio el 18 de mayo de 1987, comparecen
pesonalmente como apelantes el señor Gumiel Valdeolivas, el señor
García Wulfing y el señor García Herranz, éste en representación de la
Sociedad «Equimóvil», así como el Ministerio Fiscal. Este solicita la
confinnación de la Sentencia; el señor García WulfiDJ la ~ocación
parcial de la Sentencia por la modificación de la cuantía mdemnizatoria,
y tanto el señor Gumiel como la representación de «Equimóvil,
Sociedad Anónima», la revocación de la Sentencia con la consiguiente
absolución.
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Por .~ente~cia de ~ S de rr.tayo de 1987 el Magistrado Juez de
InstrucclOn numo 17 ae Madnd, desestima el recurso de apelación
dec!ar~ndo de oficio las costas. Dicha Sentencia fue notificada el día j
de Juho al señor Gumiel Valdeolivas.

3. En la demanda se a[irma que se ha infrinr..ido d derecho a la
asi~tC'ncia y defensa de Letr.'lÓn de! :ir:.. ~4.1 de la CO:lsti\'Jeión.
creándose la indeíCnsión a que :,e rer,er~ el p:irrafe primen::- de: c,ismo
a~í~~l~, como consecuencia de dio se ha infringido flagrante mente los
pnnCJp1C~S de igualdad ce ¡liS pa:-tes y dt cOEtradicción que :mpon'..:: a lc;,
órg3.nos Judiciales el deber positi\'c de evitar desequilibrios o limitacio­
nes de defensa con resultado de indefensión. Se solicita la declaración de
nulidad de todo lo actuado :l i1artir l~e la solicitud de nombramiento de
Letrado de oficio y par c:msiguicnlc de la Semenci:l de 18 de méyo
de 1987.

-:: . Abierto el t.rámite de illad~isión del arto 50 de la ~ey Orgánic2
del 1 nbu~al ConstltuclOnaL y hablendose justificado fehaCIentememe la
pres~ntaclón en plazo de la demand2., por providencia de 10 de
noviembre de 1987 se acordó la admi~ión a trámite d~' J¡;. demanda,
so¡¡citar.~el Juzgado de Distri\(\ núm. 17 d~' .tvladrid y del Juzgado de
InstrucclOn núm. 17 de Madrid la remisión de las correspondientes
ac~uaciones y la citación de quienes hubi",ran sido pane en el procedi­
mIento

Ha comparecido don Ruy Francisco GarcÍa Wulfing. representado
por la Procuradora .doña.Elvl'ra Puerta López~Cózar, teniéndosele por
personado por proVIdenCia de ,13 de enero de 1988, en la que se acordó
acusar recibo de las actuaciones recibidas y dar vista de las mismas a la
parte recurrente, al Ministerio·Fiscal y a la parte demandada' para la
formulación de alegaciones.

En su escrito de alegaciones el solicitante de amparo entiende que los
múltiples señalamientos y suspensiones de la vista son causados sólo por
el elTor d~l propio Juzgado; señala además Que no aparece en los autos
de apelaCión el escrito solicitando la designación de Letrado de oficio,
y que la redacción del acta de la vista está llena de muchas omisiones,
al no, constar la asistencia a la vista de la Letrada de la Sociedad
«Equimóvil» y no aparecer finnada por los asistentes. Solicita la
concesi~n del amparo y, además, que se reclame del Juzgado de
instrucción núm. 17 de Madrid el escrito presentado por él el 14 de
mayo de 1987, y que ha acompañado en la demanda, así como del
Registro General del Decanato de los Juzgados de Instrucción de
Madrid, certificación que acredite su presentación en la fecha que figura
en el sello puesto por dicha dependencia.

S. . En su escrito de alegaciones la representación de don Ruy
FranCISCO García Wulfing muestra, en primer lugar, su disconfonnidad
con la exposición de los antecedentes fácticos de la demanda, al haberse
omitido que en la segunda instancia hubo de citarse hasta tres veces al
recurrente para poder llevar a cabo la celebración de la vista, que su
mala fe y temeridad a lo largo del proceso se mantiene al haber hecho
caso omiso a los continuos requerimientos hechos por el Juzgado para
la tasación de costas, de modo que el presente recurso no es más Que un
pretexto para prolongar el procedimiento y evitar el pago de las
cantida~es resultantes de la responsabilidad civiL Además sostiene que
es manifiesta la falta de fundamentación de la lesión del derecho
alegado, pues en ningún caso se ha infringido el arto 24.2 ,de la
ConstituClón Española. En la segunda instancia la intervención de
Letrado no es en modo alg;uno preceptiva, la presencia del Ministerio
Fiscal garantizaba el cumplimiento de las Leyes, y el Letrado de la
Sociedad responsable subsidiaria, y empleadora del solicitante de
amparo, en su intervención solicitó no sólo la absolución de su
defendido sino también la del condenado. El señor Gumiel no estaba
jurídicamente imposibilitado para obtener los servicios de un Letrado de
su elección, y así lo ha sido tanto en la instancia como, significativa­
mente ~r la misma persona, en el presente recurso de amparo. La
«impoSibilidad fisica» de ponerse en contae1o con ese Letrado no
justifica ni la designación de un Letrado de oficio ni el aplazamiento de
un proceso ya dilatado. Por ello no haber comparecido con Letrado debe
ser imputable a su falta de la necesaria dili,encia, y la petición de
nombramiento de oficio sólo se hizo como mstrumento de dilación
indebida del proceso. Solicita la desestimación del recurso.

6. El Ministerio Fiscal tras recordar la doctrina sentada en
la STC 47/1987, que sería más relevante para el proceso'penal, sostiene
que tanto si el Juzgado conoció el escrito del solicitante de amparo,
como si DO llegó a su concocimiento, quedó irresuelto lo 'pedido por el
interesado, que afectaba a su derecho de defensa, sin que a 'él fuera
imputable ninguna indiligencia. En ambos casos se habria vulnerado su
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión reconocido en el arto
24.1 de la Constitución, por lo que procede otorgar el amparo, anular la
Sentencia y retrotraer las actuaciones a fin de que el Juzgado resuelva
sobre el escrito de 13 de mayo de 1987.

7. Por providencia de 8 de febrero de 1988 se acordó Otorgar al
demandado y al Ministerio Fiscal un plazo de tres días para que alegaran
lo que estimaran pertinente respecto a la prueba que pide el demandante
en el otrosí de su escrito de alegaciones. La representación del señQr

García Wul.fing, se opone a la práctica de la prueba alegando que carece
de releva~cla y que el demandante no ha acreditado en ninaún momento
su care.ncIa de ~ed}os.e~onómic~s.par':l que le fuere asig;ado Abogado
de OfiCIO en la VI8 JudIcIaL El MInIsteno Fiscal manifestó su confonni­
dad ,c. la práctica de la prueba. Por Auto de 22 de febrero de 1988 la
Secc1Cln a~ordó no haber lugar al recibimicP.to a prueba, por no estimar
ne.e't"sr..na 12 rmch:\ .int'."fCSJi."1 ü , híi~jd3. cuenta de la nwteria objeto del
hilgiG ') la constanCla (H"r:ll:!:.:' en las a':lUaClünes.

8. Por providencia d~ 20 de junio de 1988 se señaló para delibera­
ción y votación del presente recurso el día 14 de noviembre siguiente.

n. Fundamentos jurídicos

l. El soltcitanle de amparo invoca el ano 24.2 de la Conslitución
por entender infringido el derecho a la asistencia v dcfensa de Letrad¿
al no h;:¡berse proveído a su escrito de solicitud de Letrado de oficio v
~o haber,se suspendido el acto ,de la vista de la apelación, por él mismo
rorrnulaua, contra la Sentencia del Juzgado de Distrito núm. 27 de
!"íadrid qu.e le ~abía c.ondenado como responsable de una falta de
unprudencla. La mfraccIón de ese derecho le habría ocasionado además
la indefensión a que s.e refiere el párrafo primero Dei mismo ano 24.

Dando por buena la versión de 1m hechos del solicitante de amparo,
aunque no exista constaDcia en los autos de los mismos, tras ser citado
despues. de v~rios intentos anteriores para asistir a la vista del recurso:
presento escnto el 14 de mayo de 1987: en el Registro Central Penal del
Decanato de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de Madrid, f'··'
en el que manifiesta carecer de asistencia letrada por no haber «podido •,,­
ser hallado» el Letrado que intervino en la primera instancia, solicitando
el nombramiento de «Letrado de oficio, con el fin de que esté presente
en la vista oral, y si no fuera posible efectuarlo, antes del día 18 se
acuerde la suspensión». El solicitante de amparo, según manifiesta e~ la
demanda, acudió al acto del juicio reiterando en ese momento tal
petición.., que ,fue 'apoyada por· la Letrada de la Sociedad 4<Equipos
Automóviles, 'Sociedad anónima», y a la que se opuso el Letrado del
señor García Wulfing y el representante del Ministerio Fiscal, «alegán~

do~ .por éste que. a ten~r del. arto ·t'O de la Ley de Enjuiciamiento
Crimmal, no era necesana tal mtervc;nción, ordenando Su Señoría la
celebración del juicim~.

Dos son las posibles violaciones de derechos constitucionales 'qu'e se
imputan a la decisión del órgano judicial; la del derecho a la defensa
mediante Letrado (m .24.2 de la Constitución) y la de la prohibición de
indefensión. ' , .

2.' El art. 24.2 de lá..Constitución establece que todos tienen derecho
«a la defensa. y a ~ la asistencia de Letrado». ~omo recuerda
la STC 42/1982, de 5 de junio, se trata de un derecho que no ha sido
incorporado al ordenamiento por nuestra Constitución, pues nuestro
Derecho lo conocía ya de antaño y en su regulación tradicional era ficil
percibir la conexión existente entre este derecho y la institución misma
del proceso, cuya importancia decisiva para la existencia del Estado de
Derecho es innecesario subrayar. Las JIonnas existentes sobre asistencia
letrada, sigue afirmando esa SenienCia, han de ser reinterpretadas y
completadas de conformidad con la Constitución y en ningún caso cabe
transformar un derecho fundamental que es simultáneamente un
elemento decisivo del proceso penal en un mero requisito formal, que
pueda convertirse en obstáculo ins3.lvable para tener acceso a una
garantía esencial, como es la del recurso.

E~ co.nseeuencia resulta claro que nuestro ordenamiento garantiza
constltuclOn:¡lmente el derecho a la defensa técnica de la parte, a través
de un profesional de la abogacía. Pese a que en el arto 6.3 c) del Convenio
Europeo de Derechos Humanos el derecho a la asistencia de Letrado
aparece como alternativo al derecho a la defensa por uno mismo,
el arto 24.2 de nuestra Constitución no permite que se prive al acusado
de la asistencia de Abogado por el motivo de que le estuviese reconocida
la posibilidad de defenderse por sí mismo, derecho que existe aún .en
aquellos procesos en los que no es preceptiva la defensa por medio de
Letrado. y cuando la parte lo estime conveniente para la defensa de sus
derechos. -

El art. 24.2 de la Olnstitución garantiza asi la posihilidad de la
asistencia técirica y profesional efectiva del Abogado en el desarrollo del
proceso, muy en particular en el caso del proceso pena1, asegunmdo la
contradicción y suprimiento todo obstáculo para la defensa mediante el
Letrado de la parte, sin que pueda constreñirse u obligarse a la parte a
defenderse por sí misma. El derecho a la asistencia de Letrado es, en
principio, como puntualiza el arto 6 del Convenio Europeo, el derecho
a la asistencia de un Letrado de la propia elección del justificable y a su
cargo. Requiere por· tanto la posibilidad de contacto con un Abogado y
de que éste pueda acceder a las distintas fases del juicio para ·llev8I' a
cabo la defensa técnica del cliente. Por ello, como regl.a general, asegura
la ~sibilidad de defensa por Abopdo, impidiendo que el órgano
judicial obstaculice a dificulte esa poSibilidad de utilización de Aboaado.
Como recuerda la S:rC 30/1981, de 24 de julio, el derecho a la de1ensa
y asistencia de Letrado, consagrado en el arto 24.2 de la Constitución,
«comporta de forma esencial el que el interesado pueda encomendar su
representación y asesoramiento técnico a quien merezca su confianza y
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considere más adecuado para instrumentar su propia defensa, máxime
cuando la actuación procesal se supedita al requisito de la postulación».

El carácter obligatorio o facultativo de la asistencia de Letrado tiene
reflejo muy directo en el doble aspecto de derecho y obligación de la
postulación y defensa del Abogado, pues la obligación de la parte de
tener un defensor acentuará la obligación de los poderes públicos de
garantizar un defensor a la parte. A diferencia del proceso civil en que
la defensa de oficio aparece como consecuencia y derivada del beneficio
de pobreza en el proceso penal cuando el imputado deba ser asistido o
defendido preceptivamente por Letrado en detenninadas fases del
procedimiento, se establece el nombramiento de oficio cuando aquél no
lo haya designado y ello independientemente de la situación económica
de aquél.

Según el arto 18 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el órgano
judicial ha de designar de oficio Procurador y Letrado cuando el
acusado, pese a habérsele requerido para ello, no los hubiese nombrado
por sí mismo, pero precisa, en relación con la fase de recurso que este
poder/deber se le impone cuando el acusado «haya de intentar algún
recurso que hiciese indispensable su actuación». Ello quiere decir que en
la fase de recurso, la designación de Letrado de oficio por el órgano
judicial penal, sólo tendría lugar en aquellos casos en los que legalmente
resulte «indispnsable)) su actuación, esto es, cuando la ley exija
preceptivamente la intervención del Letrado como requisito para el
recurso.

El arto 6.3 e) del Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos, por su parte, reconoce el derecho del acusado a la
asistencia gratuita por un Abogado de oficio, si no tiene medios para
pagarlo y cuando los intereses de la justicia lo exijan. En linea con este
precepto, este Tribunal ha venido entendiendo que corresponde también
al acusado el derecho a que se le designe defensa letrada de oficio
también en los casos en los que aunque la defensa letrada no sea
preceptiva se ha solicitado nombramiento de Letrado de oficio por
tarecer de medios económicos. Así, según la STC 47/1987, el derecho a
la defensa y asistencia letrada impone a los órganos judiciales el deber
positivo de evitar desequilibrios entre las respectivas posiciones procesa·
les de las partes o limitaciones en la defensa susceptibles de ocasionar
indefensión, que «Se puede producir cuando se priva a quien adolece de
insuficiencia de recursos para litigar de la posibilidad efectiva de ser
asistido por Letrado, denegándole el derecho a que se le nombre de
oficio».

En suma, el derecho reconocido en el arto 24.2 de la Constitución no
sólo incluye el derecho de la parte en el proceso a poder designar un
Letrado de su elección, sino también a que, cuando corresponda, le sea
des$inado un Letrado de oficio. En el proceso penal el derecho a la
designación de Abogado de oficio existe en todos los casos en los que
siendo preceptiva la asistencia de Letrado el acusado no haya designado
Letrado de su elección y además en aquellos casos en los que, aunque
no sea preceptiva la asistencia de Letrado, carezca de medios económi·
cos para designarlo y lo solicite del· ó~no judiciaL

En el presente caso, el órgano judicial no ha impedido de forma
directa a la parte el poder contar con la asistencia de un Letrado de su
elección y a su costa, ni le ha limitado el campo de elección de su
Abogado. Esto lo reconoce la propia pane cuando alega el arto 24.2 de
la Constitución en relación con la denegación de su pretensión a la
designación de un Letrado de oficio. La negativa del órgano judicial no
ha supuesto una vulneración de su derecho a la defensa de Letrado
del art. 24.2 de la Constitución, que en esa fase de recurso sólo sería
exigible alternativamente o porque fuera preceptiva o «indispensable» la
actuación de Letrado, al haberlo estimado así la ley en función del
interés de la justicia, 10 que no es el caso de la apelación en el juicio de
faltas o porque el acusado careciese de medios económicos para poder
pagar al Abogado, lo que tampoco es aquí el caso, pues ni siquiera se ha
alegado esta circunstancia, lo que se confirma además al haber acudido
con Abogado de su elección a este recurso de amparo. En consecuencia,
ha de rechazarse la existencia de violación del arto 24.2 de la Constitu·
ción, por pane de las resoluciones judiciales impugnadas.

3. El solicitante de amparo ha invocado también la existencia de
indefensión del arto 24.1 de la Constitución por estimar que esa falta de
desi$nación de Letrado o, alternativamente, la no suspensión del acto de
la VIsta oral le habría ocasionado indefensión. El Ministerio Fiscal
también estima que se habría vulnerado el arto 24.1 de la Constitución
al quedar irresuelto lo pedido por el interesado que afectaba a su derecho
de defensa. Del relato del solicitante de amparo se deduce, sin embargo;
que el tema de la designación del Letrado de oficio y de la petición de
suspensión de la vista, se resolvió en forma expresa, aunque con
resultado negativo, por el Juez de Instrucción, quien estimó, de acuerdo
además con el Ministerio Fiscal, que no procedía la suspensión
solicitada y que la otra alternativa solicitada de designación de Letrado
de oficio no era posible en aquel momento. No ha existido así una falta
de resolución de lo pedido por el solicitante de amparo. Por ello el
problema a resolver es si la decisión del órgano judicial de no suspender
el acto del juicio y de continuar el desarrollo del mismo ha ocasionado
la indefensión que denuncia la demanda.

Aun cuando los arts. 977 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal no han regulado los supuestos en los Que es posible la

suspensión del acto de la vista, de los arts. 894 y 746.4 de esa Ley, cabe
deducir que la inexistencia de Letrado de la parte no es motivo de
suspensión de la vista, salvo la enfermedad repentina del defensor, y aun
ello en el caso de que éste no pudiera ser reemplazado «sin grave
inconveniente para la defensa del interesado». En el caso de autos,
varios días antes de celebrarse la vista oral, y sin justificación o prueba
alguna, el solicitante de amparo alega que su Letrado no ha podido ser
hallado». Dicho Letrado, que es el mismo que actúa en este recurso de
amparo, tampoco ha tratado de justificar las razones por las que durante
un periodo de más de una semana su cliente no ha entrado en contacto
con él, siendo así que, como es lógico, había de conocer la existencia de
la apelación, al haber intervenido él mismo en la instancia. Tampoco
existen datos que permitan deducir que la sustitución de ese Letrado, en
un asunto escasamente complejo como una apelación en un juicio de
faltas, hubiera supuesto un grave inconveniente para la defensa del
interesado, y ni siquiera se alega esto por el solicitante de amparo, el cual
lo que pretendió fue, sin base legal ni constitucional, según se ha dicho
en el fundamento anterior, la designación de un Letrado de oficio.

La' lectura de las actuaciones permite deducir, como señala el
demandado, las dificultades, en modo alguno imputables al órgano
judicial, que ha tenido la celebración de la vista, dados los múltiples
señalamientos y suspensiones de esa vista por no haber sido localizado
el apelante, citado cerrectamente en su domicilio, habiéndose hecho
incluso gestiones telefónicas por el órgano judicial para velar por la
citación personal del apelante y evitar su indefensión. Estos retrasos, que
tuvieron lugar ya tambi6n en la instancia, pueden explicar el que el
órgano Judicial pudiera entender razonablemente que la petición de
suspeDS1ón no basada además en causa legal alguna, no era sino un
nuevo intento de retrasar, en perjuicio del demandado, la resolución de
la apelación. .

Comn =uerda la STC 47/1987, de 22 de abril, el derecho de
asistencia letrada ha de ponerse en conexión con el derecho al proceso
sin dilaciones indebidas, de modo que el órgano judicial debe también
tutelar el derecho de la parte contraria a un proceso sin dilaciones
indebidas, «el cuar también merece la adecuada protección frente a
solicitudes de nombramiento de Abogado de oficio que, evidenciándose
innecesarias para una mayor eficacia de la defensa, pueden ser formula­
das con el exclusivo propósito de dilatar la duración normal del proceso
y prolongar así una situación jurídica, cuyo mantenimiento se revela
desde el mismo momento de la iniciación del proceso dificilmente
Sostenible». Esta doctrina ha de ser aplicada al presente caso, aún más
cuando del contexto de las actuaciones no cabe excluir que la petición
del solicitante de amparo no tuviera como principal propósito sino el
tratar de dilatar la duración normal del proceso, 10 que no pennitió
correctamente el órgano judicial, de acuerdo además con el _Ministerio
Fiscal defensor en este caso de la legalidad.

Por: otra parte, en relación a si la mera ausencia de Abogado ha
podido ocasionarle indefensión en el caso concreto, ha de precisarse, en
primer lugar, que la limitación del medio de defensa que se haya podido
producir por ello, sólo puede ser imputable al propio comportamiento
omisivo o a la falta de la necesaria diligencia de la pane que, de ser
cierto que no pudo localizar a su Abogado, circunstancia cuyo riesgo en
todo caso habría de soponar él mismo, sin peljuiciode las responsabili·
dades en que pudiera incutTir el Letrado p'or el abandono de sus deberes
de defensa, no habría tenido ninguna dificultad de haber actuado con
una diligencia mínima, para encontrar a otro Letrado que sustituyese al
propio. Como ha dicho, entre otras muchas, la STC 54/1987, de 13 de
mayo, (00 puede mantener una alegación constitucional de indefensi~n
quien, con su propio comportamiento omisivo o falta de la necesana
diligencia, es el causante de la limitación de los medios de defensa que
se haya podido producir».

En segundo lugar, como recuerda el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos (Sentencias de 9 de octubre, caso Airey, y de 25 de abril de
198'3, caso Pakelli), la falta de asistencia letrada gratuita en proceso que
permite la comparecencia personal -y, precisemos de acuerdo a la
doctrina de este Tribunal, cuando no se alegue insuficiencia económica­
sólo podrá producir indefensión si la autodefensa ejercida no puede
compensar la ausencia de Abogado, al no haberse podido efectivamente
defender,pero para ello habrán de tenerse en cuenta las circunstancias
de cada caso concreto, atendiendo a la mayor o menor complejidad del
debate procesal y a la cultura y conocimientos jurídicos del comparecido
personalmente, deducido de la forma y nivel técnico con que haya
realizado su defensa. En el presente caso esas circunstancias permiten
excluir toda duda de indefensión, ni la apelación era un asunto
complejo, y de la actuación del solicitante de amparo se deriva con
claridad la existencia de cultura y conocimientos jurídicos suficientes
para la efectividad de su autodefensa. A ello debe unirse el que en ·Ia
vista de la apelación actuó la Letra~ de la Sociedad propietaria del
vehículo y empleadora del solicitante de amparo, Que en el acto de la
vista no se limitó a discutir el alcance de la responsabilidad subsidiaria,
sino que pidió la absolución del solicitante de amparo, pretensión
ejercida mediante defensa técnica que ha ~oi~cididoíntegr~meD:tecon la
del solicitante de amparo. Ello ha eliminado cualqUIer nesgo de
supremacía y preponderancia de las partes acusadoras, que pudiera
vulnerar el derecho de defensa de la parte.
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Por todo ello ha de rechazarse la pretensión de amparo en lo relativo
a la existencia de una indefensión contraria al arto 24.1 de la Constitu­
ción.

4. El examen global de las actuaciones judiciales ha permitido
constatar que la versión de los hechos expuesta en la demanda no era
completa ni correcta, ocultando además las numerosas maniobras
dilatorias de alargamiento del procedimiento penal en Que incurrió el
solicitante de amparo. Resulta patente la temeridad y mala fe al
formular la presente demanda, manifiestamente infundada a los efectos
del arto 95, párrafos 2 y 3, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio~

naL por lo que procede que le sean impuestas las costas y una sanción
pecuniaria de 75.000 pesetas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPA~OLA,

•

Ha decidido

l.o Desestimar el amparo solicitado por don Francisco Gumiel
Valdeolivas.

2.0 Imponerle las costas del procedimiento, incluidas las del
demandado, y una sanción pecuniaria de 75.000 pesetas por su
temeridad y mala fe.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a catorce de noviembre de mil novecientos ochenta
y ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llo­
rente.-Antonio Troyol Serra.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferer.-Firmados y rubricados.


